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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
VIGILANCIA DE LOS CONTRATOS ESTATALES – Marco jurídico – Obligación de la entidad – Objetivo

La Ley 80 de 1993 establece en sus artículos 4, 5, 12, 14 y 26, entre otros aspectos, la obligación de las Entidades Estatales de velar por el correcto y oportuno cumplimiento de las prestaciones del contrato, las especificaciones de los bienes, obras y servicios de este, las condiciones de calidad ofrecidas, etc. Esta obligación se predica, en principio, del jefe o representante legal de la entidad, por tener la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual, pero también de los servidores públicos que intervienen en ella. En ese sentido, las Entidades Estatales deben ejercer el control de la ejecución del contrato y, de ser el caso, tomar medidas para exigir su adecuado cumplimiento.

[…], las Leyes 1150 de 2007 y 1474 de 2011, complementan el régimen jurídico de la obligación de vigilar la correcta ejecución de los contratos estatales. […]se establecen los límites de la responsabilidad del representante legal ante la delegación de sus funciones en materia contractual y se regula la supervisión y la interventoría de los contratos estatales.

SUPERVISIÓN DEL CONTRATO – Facultades - Obligaciones

[…] quienes ejerzan la función de supervisión e interventoría de los contratos estatales, tendrán, a la luz de lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, las siguientes facultades y deberes: i) podrán solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución del contrato; ii) deberán mantener informada a la Entidad Estatal contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles o que puedan poner en riesgo el cumplimiento del contrato; y, iii) responderán disciplinariamente por la inobservancia de sus funciones, conforme a lo dispuesto en os numerales 6 y 7 del artículo 54 de la Ley 1952 de 2019 –Código General Disciplinario–.

[…] respecto de tales funciones, se tiene que el inciso segundo del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, establece entre otros aspectos, que el supervisor y/o interventor deberá informar a la entidad contratante de los hechos o circunstancias que puedan poner en riesgo el cumplimiento del contrato o, cuando el incumplimiento de este se presente. Así pues, debe precisarse que, pese a que la información que remita el supervisor y/o interventor sobre el incumplimiento del contrato es fundamental, será la entidad contratante la facultada para declararlo. Esto, en el ejercicio de las facultades exorbitantes que le confiere el EGCAP, y en observancia de las reglas dispuestas en el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011.
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	Concepto C- 1553 de 2026


	Temas:                   
	VIGILANCIA DE LOS CONTRATOS ESTATALES – Marco jurídico – Obligación de la entidad – Objetivo/ SUPERVISIÓN DEL CONTRATO – Facultades - Obligaciones


	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_10_02_013286




Estimada señora Pomar: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta de fecha del 02 de octubre de 2026, en la que realiza la siguiente consulta: 

“[…] solicito se me absuelva la siguiente consulta: ¿La no aprobación del plan de pago y de los soportes que el contratista aporta en la plataforma para efectos de la publicidad de los pagos realizados por parte del supervisor, impone al nuevo supervisor en caso de cambió, la obligación de verificar todos los pagos efectivamente realizados al contratista?” [sic]

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

1. Problema planteado:

[bookmark: _Hlk171070029]De acuerdo con el contenido de su solicitud, le informamos que la misma será resuelta desde los siguientes interrogantes: i) ¿Cuáles son las fac ultades y responsabilidades de los supervisores de los contratos estatales?; ii) ¿La circunstancia de que el supervisor saliente no haya aprobado o validado en la plataforma los soportes aportados por el contratista para acreditar pagos efectuados durante la ejecución contractual obliga al nuevo supervisor a verificar la totalidad de los pagos realizados con anterioridad a su designación, o dicha revisión debe limitarse a las actuaciones necesarias para ejercer adecuadamente las funciones de supervisión a partir de su nombramiento?

2. Respuesta:

	[bookmark: _Hlk171067516]Sobre el particular, se destaca que se destaca que quienes ejerzan la función de supervisión e interventoría de los contratos estatales, tendrán, a la luz de lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, las siguientes facultades y deberes: i) podrán solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución del contrato; ii) deberán mantener informada a la Entidad Estatal contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles o que puedan poner en riesgo el cumplimiento del contrato; y, iii) responderán disciplinariamente por la inobservancia de sus funciones, conforme a lo dispuesto en os numerales 6 y 7 del artículo 54 de la Ley 1952 de 2019 –Código General Disciplinario–.
	En ese sentido, y respecto de tales funciones, se tiene que el supervisor designado por la Entidad Estatal no solo actúa como un verificador técnico, jurídico y administrativo, sino que funge a su vez, como el responsable directo de aprobar los pagos derivados del contrato estatal que supervisa. Esta función implica constatar o verificar que los entregables cumplan con las condiciones pactadas y que el contratista haya ejecutado sus obligaciones conforme a las cláusulas contractuales y a las condiciones previstas en los manuales internos de contratación y supervisión de las Entidades Estatales. 
	Ahora bien, cuando se presenta un cambio de supervisor, el nuevo designado debe recibir el contrato en el estado en que se encuentre su ejecución y adelantar las actuaciones necesarias para ejercer adecuadamente las funciones inherentes a la supervisión. Para tal efecto, deberá conocer los antecedentes contractuales relevantes, verificar la información disponible y revisar aquellos asuntos que se encuentren pendientes de validación, aprobación o trámite al momento de asumir la supervisión.
En ese sentido, si al producirse el cambio de supervisor existen soportes o registros de pagos aportados por el contratista que no fueron revisados o aprobados por el supervisor anterior, corresponderá al nuevo supervisor efectuar las verificaciones necesarias para determinar si tales documentos acreditan efectivamente el cumplimiento de las obligaciones respectivas y si procede o no su aprobación. Lo anterior se justifica en que la decisión de aprobar una actuación contractual debe fundarse en una comprobación suficiente de los hechos y documentos que la soportan.
No obstante, la sola circunstancia de que se produzca un cambio de supervisor no implica, por regla general, la obligación de realizar una revisión integral o una auditoría retrospectiva de todos los pagos efectuados durante la ejecución contractual. En principio, las actuaciones que hubieren sido revisadas, aprobadas y soportadas debidamente por el supervisor anterior conservan su validez, sin perjuicio de las verificaciones adicionales que resulten procedentes cuando existan inconsistencias, vacíos documentales, hallazgos o circunstancias objetivas que justifiquen una revisión más amplia.
Por tanto, la ausencia de aprobación por parte del supervisor saliente respecto de determinados soportes sí impone al supervisor entrante el deber de verificar aquellos documentos o actuaciones pendientes de validación, en la medida en que tal revisión resulte necesaria para ejercer adecuadamente la supervisión del contrato. Sin embargo, ello no puede interpretarse como una obligación automática de revisar la totalidad de los pagos efectuados durante toda la ejecución contractual, salvo que las circunstancias concretas del caso evidencien la necesidad de adelantar una verificación más amplia.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse el análisis de los problemas específicos en torno al ejercicio de supervisión de los contratos estatales, corresponde adelantarlo a quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo señalado en la aclaración preliminar del presente oficio.  De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.



3. Razones de la respuesta

Las respuestas anteriores se sustentan en las siguientes consideraciones: 

i) A través de la actividad contractual, el Estado adquiere bienes, obras y servicios para cumplir los fines que le impone el ordenamiento jurídico, garantizando así la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados[footnoteRef:1]. Para la garantía de los fines de interés general involucrados en la contratación de las Entidades Estatales, el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP– dispone que, en la etapa de ejecución del contrato, las Entidades Estatales y los servidores públicos que participan en ella tienen la obligación de controlar y vigilar la correcta ejecución del objeto contratado. Con esto se busca que las finalidades perseguidas con la celebración de los contratos estatales se logren de manera satisfactoria.  [1:  Artículo 3 de la Ley 80 de 1993.
] 

Así, por ejemplo, la Ley 80 de 1993 establece en sus artículos 4, 5, 12, 14 y 26, entre otros aspectos, la obligación de las Entidades Estatales de velar por el correcto y oportuno cumplimiento de las prestaciones del contrato, las especificaciones de los bienes, obras y servicios de este, las condiciones de calidad ofrecidas, etc. Esta obligación se predica, en principio, del jefe o representante legal de la entidad, por tener la responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual, pero también de los servidores públicos que intervienen en ella. En ese sentido, las Entidades Estatales deben ejercer el control de la ejecución del contrato y, de ser el caso, tomar medidas para exigir su adecuado cumplimiento.
Las Leyes 1150 de 2007 y 1474 de 2011, complementan el régimen jurídico de la obligación de vigilar la correcta ejecución de los contratos estatales. En dichas normas se impone el debido proceso como principio rector en materia sancionatoria contractual, entre otros, para la imposición de multas y la decisión de hacer efectiva la cláusula penal, principio que se debe respetar en el ejercicio del control y vigilancia de la ejecución contractual[footnoteRef:2]. También se establecen los límites de la responsabilidad del representante legal ante la delegación de sus funciones en materia contractual[footnoteRef:3] y se regula la supervisión y la interventoría de los contratos estatales[footnoteRef:4]. [2:  Artículo 17 de la Ley 1150 de 2007
]  [3:  Artículo 21 de la Ley 1150 de 2007
]  [4:  Artículos 83 a 86 de la Ley 1474 de 2011
] 

En consecuencia, se tiene que, la jurisprudencia contencioso-administrativa, por su parte, ha considerado que la obligación de vigilar la correcta ejecución del objeto contractual es una función de la entidad contratante, en los siguientes términos: 

[bookmark: _Hlk178671999]“La función de vigilancia y control del contrato estatal supone el cuidado y la supervisión, de forma tal que en ejercicio de esa función, quien administra la adecuada y oportuna ejecución del contrato no sólo debe velar por que las partes den cumplimiento a las obligaciones contractuales, sino que el contrato se ejecute en el tiempo y la forma convenidos, para esta forma garantizar la satisfacción de las necesidades que la administración buscaba alcanzar con la celebración del respectivo contrato”[footnoteRef:5]. [5:  Consejo de Estado. Sección 3ª. Sentencia del 27 de noviembre de 2017. M.P. Jaime Orlando
Santofimio. Exp. 51.802
] 


De esta forma, la Ley 1474 de 2011 enmarcó el seguimiento, control y vigilancia de la ejecución del contrato estatal dentro del principio de moralidad administrativa. El artículo 83 de la referida ley, establece que “con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y tutelar la transparencia de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o un interventor, según corresponda”. El legislador además definió las nociones de supervisión e interventoría, como mecanismos que pueden usar las Entidades Estatales para vigilar el contrato, en estos términos: 

“La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieran conocimientos especializados. Para la supervisión, la entidad estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicio que sean requeridos.

La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato realice una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la entidad estatal, cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen. No obstante, lo anterior cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, podrá contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría”[footnoteRef:6]. [6:  Artículo 83 de la Ley 1474 de 2011
] 


	Sin perjuicio de lo anterior, según lo expresado por esta Agencia en el concepto No. 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019, de las disposiciones contenidas en los artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, se infieren las siguientes características de la supervisión: i) la labor de supervisión siempre existirá en relación con cualquier contrato estatal, incluidos los contratos de prestación de servicios –a diferencia de la interventoría que depende del análisis de su necesidad y extensión[footnoteRef:7]–; ii) no requiere conocimientos tan especializados como la interventoría; iii) se ejerce por la Entidad Estatal por conducto de la designación de servidores públicos idóneos para cumplir la función; iv) puede recibir apoyo de personal contratado para tal fin mediante contratos de prestación de servicios; y v) le es inseparable el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico del contrato vigilado. En ese sentido, puede colegirse que la supervisión es uno de los medios para que las entidades ejerzan la dirección, control y vigilancia de sus contratos, con el fin de lograr el objeto contractual.  [7:  A excepción de la interventoría del contrato de obra adjudicado por licitación pública que es
obligatoria según el numeral 1° del artículo 32 de la Ley 80 de 1993.
] 

	Por otro lado, la interventoría puede caracterizarse de la siguiente manera: i) es un mecanismo de vigilancia contingente en la medida que solo es obligatorio para el seguimiento de los contratos de obra adjudicados por licitación pública – numeral 1 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993–; en los demás casos se requerirá cuando “el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifique” –artículo 83 de la Ley 1474 de 2011–; ii) es un mecanismo de vigilancia que exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados; iii) por lo anterior, la Entidad Estatal contrata un experto, por regla general, mediante la modalidad de selección de concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría – numeral 2, inciso 2, del artículo 32 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:8]‒, de manera que la interventoría es realizada por “una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal” –artículo 83 de la Ley 1474–; iv) le es inherente el seguimiento técnico, frente a la vigilancia de la correcta ejecución del contrato vigilado; sin embargo, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el contrato de interventoría también se pacten obligaciones para que el contratista realice el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico; v) en caso de que no se encomiende al interventor el seguimiento total del contrato, en el contrato de interventoría “se deberán indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor” –inciso 4 del artículo 83 de la Ley 1474 de 2011–, y finalmente, vi) el contrato de interventoría será supervisado directamente por la entidad – inciso 4 del artículo 83 de la Ley 1474 de 2011–. [8:  “Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría […]”] 

	Adicionalmente, se destaca que quienes ejerzan la función de supervisión e interventoría de los contratos estatales, tendrán, a la luz de lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, las siguientes facultades y deberes: i) podrán solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución del contrato; ii) deberán mantener informada a la Entidad Estatal contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles o que puedan poner en riesgo el cumplimiento del contrato; y, iii) responderán disciplinariamente por la inobservancia de sus funciones, conforme a lo dispuesto en os numerales 6 y 7 del artículo 54 de la Ley 1952 de 2019 –Código General Disciplinario–.
	En ese sentido, y respecto de tales funciones, se tiene que el supervisor designado por la Entidad Estatal no solo actúa como un verificador técnico, jurídico y administrativo, sino que funge a su vez, como el responsable directo de aprobar los pagos derivados del contrato estatal que supervisa. Esta función implica constatar o verificar que los entregables cumplan con las condiciones pactadas y que el contratista haya ejecutado sus obligaciones conforme a las cláusulas contractuales y a las condiciones previstas en los manuales internos de contratación y supervisión de las Entidades Estatales. Por ello, en caso de que este rol se asigna a un nuevo funcionario, es decir, que se modifique la designación de supervisión, este deberá verificar el estado actual en el que se le entrega la vigilancia de un contrato, así como el asumir todas las responsabilidades previamente indicadas.
Conforme a lo expuesto, la supervisión es una función institucional de la Entidad Estatal y no una obligación personal que se agota con el servidor público inicialmente designado. Por ello, cuando se produce un relevo en la supervisión, el nuevo supervisor asume integralmente las funciones de seguimiento y control del contrato desde su designación, debiendo conocer el estado de ejecución en que recibe el negocio jurídico y adoptar las medidas necesarias para ejercer adecuadamente sus funciones.
En este sentido, el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 define la supervisión como el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico sobre el cumplimiento del objeto contractual. A su vez, el artículo 84 ibídem faculta al supervisor para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual. Estas atribuciones evidencian que el supervisor debe contar con elementos de juicio suficientes para verificar el cumplimiento de las obligaciones contractuales y avalar o rechazar las actuaciones sometidas a su consideración.
De esta manera, cuando al momento del cambio de supervisión existen soportes cargados por el contratista en la plataforma correspondiente que no fueron revisados o aprobados por el supervisor saliente, el nuevo supervisor no puede limitarse a aprobarlos automáticamente ni tampoco presumir su corrección por el solo hecho de haber sido presentados. Como responsable del seguimiento financiero, administrativo y jurídico del contrato, deberá realizar las verificaciones que resulten necesarias para determinar si tales soportes acreditan efectivamente el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista y si satisfacen los requisitos establecidos en el contrato, la normativa aplicable y los procedimientos internos de la entidad.
No obstante, de lo anterior no se desprende que el cambio de supervisor genere, por sí mismo, una obligación de efectuar una auditoría retrospectiva o una revisión exhaustiva de la totalidad de los pagos realizados durante toda la ejecución contractual. Las normas que regulan la supervisión no imponen al nuevo supervisor la carga de rehacer todas las verificaciones efectuadas y debidamente aprobadas por el supervisor anterior en ejercicio de sus competencias. En principio, las actuaciones previamente surtidas y debidamente documentadas conservan su validez y se encuentran amparadas por la presunción de legalidad y regularidad de la actuación administrativa.
Por ello, el alcance de la revisión a cargo del nuevo supervisor dependerá de las circunstancias concretas en que recibe el contrato. Si existen pagos, informes, cuentas o soportes pendientes de validación, o si se advierten inconsistencias, vacíos documentales o situaciones que puedan comprometer la adecuada ejecución contractual, el supervisor entrante deberá efectuar las verificaciones necesarias para adoptar una decisión informada y responsable. En cambio, si determinados pagos ya fueron revisados, aprobados y soportados adecuadamente por el supervisor anterior, no existe una obligación general de volver a verificar integralmente cada una de esas actuaciones por el solo hecho del relevo en la supervisión.
En consecuencia, la falta de aprobación por parte del supervisor saliente de los soportes cargados por el contratista sí impone al nuevo supervisor el deber de verificar aquellos pagos, informes o documentos que permanezcan pendientes de validación, en la medida en que dicha revisión resulte necesaria para ejercer adecuadamente la supervisión del contrato. Sin embargo, el cambio de supervisor no genera, por sí solo, la obligación de revisar nuevamente la totalidad de los pagos previamente aprobados durante la ejecución contractual, salvo que existan razones objetivas que justifiquen dicha revisión o que las circunstancias del caso evidencien posibles irregularidades que deban ser analizadas por la entidad.

ii) Al margen de la explicación precedente debe advertirse el análisis de los problemas específicos en torno al ejercicio de supervisión de los contratos estatales, corresponde adelantarlo a quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo señalado en la aclaración preliminar del presente oficio.  De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4.Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Ley 80 de 1993. Artículos 3, 4, 5, 12, 14, 26 y 60
· Ley 1150 de 2007. Artículos 17, 21
· Corte Constitucional. Sentencia C-317 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa.
· Consejo de Estado. Sección 3ª. Sentencia del 27 de noviembre de 2017. M.P. Jaime Orlando Santofimio. Exp. 51.802.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre la obligación de controlar y vigilar la ejecución de los contratos estatales, esta Subdirección se ha referido en los Conceptos radicado 4201913000004799 del 30 de agosto de 2019, 4201913000008240 del 20 de diciembre de 2019, C-064 del 28 de febrero de 2020, C-071 del 4 de marzo de 2020, C–077 del 18 de marzo de 2020, C–150 del 18 de marzo de 2020, C–134 del 30 de marzo de 2020, C–180 del 13 de abril de 2020, C-344 del 26 de mayo de 2020, C-414 del 30 de junio de 2021, C-506 de 3 de agosto de 2022, C-579 del 9 de septiembre de 2022, C-577 del 15 de septiembre de 2022, C-620 del 27 de septiembre de 2022, C-650 del 27 de septiembre de 2022, C-679 de 24 de octubre de 2022, C-818 del 28 de noviembre de 2022, C-830 de 28 de noviembre de 2022, C-800 de 29 de noviembre de 2022, C-930 de 30 de diciembre de 2022, C-932 de 30 de diciembre de 2022, C-975 de 8 de marzo de 2032, C-191 de 27 de abril de 2023, C-089 de 2024 de 17 de julio de 2024, C-255 de 14 de agosto de 2024, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

De otra parte, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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